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MADRES COMUNITARIAS – APORTES DE SEGURIDAD SOCIAL – PENSIÓN – MÍNIMO VITAL – DIGNIDAD HUMANA – SUBSIDIARIEDAD – NIEGA - Como puede observarse la actora no acreditó con suficiencia que fungió como madre comunitaria por 17 años y en tal virtud, ninguna vulneración se puede pregonar de sus derechos fundamentales por parte del ICBF, máxime cuando, como lo indicó la juez de primer grado, no existe evidencia alguna de que a esta entidad le fue reclamado el pago de los aportes pensionales, para considerar que se estaba ante una omisión, pues es claro que la providencia de la Corte Constitucional antes citada limitó el alcance de la T-480 de 2016, al grupo de madres comunitarias que integraron la parte activa de esa acción constitucional, indicando que la misma tenía efectos interpartes.

Lo aquí expuesto no riñe con las consideraciones contenidas en la sentencia proferida por la Sala de Decisión Laboral No 4 de este Tribunal, en providencia de fecha 29 de septiembre de 2017, proferida dentro de la acción de tutela iniciada por la señora Lucy de Jesús Valencia Vallejo contra la misma entidad aquí accionada, dado que en esa oportunidad, la protección reclamada por la actora se concretaba a la declaratoria de existencia de un vínculo laboral entre las partes, para así derivar el pago de acreencias y prestaciones de origen laboral, lo que a la postre no pudo evidenciarse y por esa razón se negó el amparo pretendido.

Consecuente con lo expuesto, la decisión de primer grado debe ser modificada para en lugar de declarar improcedente la acción, negar el amparo pretendido.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CESAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, diez de octubre de dos mil diecisiete
Acta N° 0           de 10 de octubre de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por la señora Virgelina García de Salazar contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el día 29 de agosto de 2017, dentro de la acción de tutela que promovió contra el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR, COLPENSIONES y el FONDO DE SOLIDARIDAD PENSIONAL.
ANTECEDENTES

Informa la señora Virgelina García de Salazar que desde el mes de enero de 1994 hasta el mismo mes del año 2011 estuvo vinculada al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar como madre comunitaria, desarrollando las labores inherentes al cuidado de infantes y adolescentes a su cargo en el hogar comunitario, bajo las órdenes y directrices de esa entidad; que el horario en el que desarrolló dicha función, iniciaba a las 5 am, recibiendo a los menores a las 8 am y hasta las 4 pm; que recibió, a título de remuneración periódica por sus servicios becas, subsidios y otras denominaciones que buscaban evitar que se configurara una relación de origen laboral; que no le efectuó los aportes pensionales y por tanto en la actualidad sólo cuenta con 409.71 semanas cotizadas, lo cual resulta insuficiente para acceder a la pensión para cubrir sus necesidades básicas.

Refiere que las prestaciones y derecho laborales a que estima tiene derecho, le han sido reclamados al ICBF; no obstante esta entidad se ha negado a reconocerlos, motivo por el cual impetra la presente acción constitucional con el fin de que le sean amparados los derechos fundamentales a la igualdad, seguridad social y dignidad humana, mínimo vital y como consecuencia de dicha protección se ordene al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar que proceda a pagar a Colpensiones los aportes en pensión desde enero de 1994 hasta enero del año 2011.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, el que luego de admitirla, corrió traslado al ICBF por dos (2) días.
El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar integró la litis indicando, luego de hacer un recuento histórico y normativo relacionado con la creación de los hogares comunitarios, que la función que cumple de vigilancia e inspección sobre las instituciones de utilidad común que tenga como objetivo las protección de la familia y de los menores de edad, la desarrolla en virtud de lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley 7 de 1979 por la asistencia que debe brindar al Presidente de la República, sin que ello represente que las asociadas administradoras del programa Hogares Comunitarios se encuentren subordinadas a esa entidad, pues aun cuando no niega que existe una prestación de servicios de su parte, de esta labor no se beneficia el ICBF sino las familias de la comunidad.
Refieren también que el valor que perciben por sus servicios está establecido por la Ley, el cual no puede ser considerado de ningún modo como salario, pues dicha suma está conformada por el aporte que se entrega al operador representado en una beca o remuneración y las cuotas de participación de los padres usuarios del programa.

Por lo expuesto, refiere que no es empleador de la accionante y por ende no está llamado a cancelar los aportes pensionales que reclama e insiste en que este mecanismo no es el idóneo para presentar sus reclamos, ni se dan circunstancias que evidencien la ocurrencia de un perjuicio irremediable que justifique la acción constitucional.
Mediante auto de fecha 24 de agosto de 2017 fue vinculado al trámite Colpensiones y el Fondo de Solidaridad Pensional de la Nación, pero sólo la primera entidad se pronunció respecto a la interposición de la acción constitucional, precisando que la solicitud de la actora de que se efectúe el pago de aportes pensionales sólo compete al ICBF y no a esa entidad, por lo tanto solicitó su desvinculación al presente trámite.
Llegado el día del fallo la juez de primer grado declaró improcedente la acción al advertir que lo reclamado en esta oportunidad, ni siquiera había sido solicitado al ICBF y en tal virtud no podía endilgársele ninguna omisión, cuando no conocía de la solicitud de la tutelante, precisando además que no quedó acreditado que haya prestado sus servicios como madre comunitaria.
Inconforme con la decisión la demandante la impugnó insistiendo en la vulneración del derecho fundamental a la igualdad, si no se daba aplicación a lo dispuesto en el Auto 186 de 2017 proferido por la Corte Constitucional, pues es encuentra en las mismas condiciones de las 106 madres comunitarias que impetraron dicha acción constitucional, por lo tanto, le deben ser cancelados los aportes pensionales que reclama.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:
¿Se dan los presupuestos establecidos para ordenar por vía de tutela el pago de aportes pensionales a favor de la accionante y a cargo del ICBF, en virtud a lo dispuesto por la Corte Constitucional en Auto 186-17?

Antes de abordar la solución al problema jurídico, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. PAGO DE APORTES AL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL DE LAS MADRES COMUNITARIAS.
La Ley 509 de 1999, modificada por la Ley 1023 de 2006, estableció la afiliación de las madres comunitarias y de su grupo familiar al régimen contributivo del Sistema General de Seguridad Social en Salud, quedando a cargo del Fondo de Solidaridad Pensional el subsidio de los aportes de este especial grupo humano de acuerdo con lo establecido por la Ley 100 de 1993 y lo dispuesto por el documento Conpes 2753 del 21 de diciembre de 1994.
Respecto al tema, la Corte Constitucional en el Auto 186 de 2017, por medio del cual declaró la nulidad parcial de la Sentencia T-480 de 2016 indicó lo siguiente:
“Dadas las condiciones de vulnerabilidad en las que se encuentran las ciento seis (106) accionantes, aunado al propósito de evitar cargas económicas desproporcionadas que generen mayores traumatismos y que obstaculicen la obtención de su pensión, y con la finalidad de que efectivamente se materialice plenamente la protección iusfundamental mantenida en el presente pronunciamiento, para la Sala Plena resulta razonable que el monto del subsidio pensional a reconocer y transferir no sea equivalente al 80% sino al 100% del total de las cotizaciones pensionales faltantes y causadas en ejercicio efectivo y comprobado de su labor de madre comunitaria, en el período comprendido entre la fecha en que se hayan vinculado como tales al Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar y hasta el doce (12) de febrero de dos mil catorce (2014), o hasta la fecha en que con anterioridad hayan estado vinculadas al mencionado programa”.  (Negrilla para resaltar)
2.  DERECHO A LA IGUALDAD

La jurisprudencia constitucional ha establecido que el principio de igualdad constitucional, consagrado de manera expresa en el artículo 13 de la Carta, impone la obligación a todas las autoridades del Estado de proteger y suministrar el mismo trato a las personas sin distingo de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica; sin embargo, el ejercicio de tal garantía no implica la prohibición expresa de que puedan establecerse diferencias.  

En efecto, el principio de igualdad constitucional no excluye el trato diferenciado, por lo tanto, la igualdad en sí concebida no se traduce en la obligación automática del legislador de asignar a todos los asociados idéntico tratamiento jurídico, porque no todos ellos se encuentran colocados dentro de similares situaciones fácticas ni en iguales condiciones personales.

3. CASO CONCRETO

La señora Virgelina García de Salazar solicita la protección de sus derechos fundamentales por el supuesto desconocimiento por parte del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar de su condición de subordinada de esa entidad, en calidad de madre cabeza de familia, labor que desarrolló por espacio de 17 años, en los cuales no se efectuaron los aportes al sistema pensional, omisión que afecta sus actuales aspiraciones pensionales.  
De acuerdo con lo decidido por la Corte Constitucional en el Auto 186 de 2017, para ordenar por esta vía al ICBF el pago de aportes parafiscales en pensiones a favor de la demandante, se requiere que se encuentre plenamente acreditado que se desempeñó como madre comunitaria por el periodo comprendido entre enero de 1994 y enero de 2011.

Para demostrar tal calidad, la actora aportó como prueba la declaración extrajuicio rendida ante el Notario Único del Circulo de Santa Rosa de Cabal, por los señores María Alexandra Castrillón Salazar y Cristián David Valencia Orozco, quienes afirman que la demandante se desempeñó como madre comunitaria en ese lapso.  Frente a esta manifestaciones debe decir la Sala, que no respaldan lo afirmado por la tutelante, ya que para la data en que se reporta como hito inicial, los declarantes contaban, respectivamente, con 2 y 3 años de edad aproximadamente y, adicionalmente para la fecha de la declaración, diciembre de 2016, afirmaron conocer a la tutelante desde hace 15 años –Castrillón Salazar- y 11 años –Valencia Orozco-, lo que los ubica en el entorno de la señora García de Salazar a lo sumo desde el año 2001.
Respecto a la certificación de tiempo de servicios que se aporta al plenario, se tiene que esta fue expedida por la Asociación San Eugenio del municipio de Santa Rosa de Cabal; sin embargo, respecto a esta entidad se desconoce su naturaleza jurídica y el papel que cumple dentro programa de Hogares Comunitarios, pues la actora nada indicó al respecto en libelo introductor.  Así también, se observa que no se tiene certeza de quién es la persona que suscribe el instrumento, al paso que se constata que es un formato burdamente diligenciado.
Como puede observarse la actora no acreditó con suficiencia que fungió como madre comunitaria por 17 años y en tal virtud, ninguna vulneración se puede pregonar de sus derechos fundamentales por parte del ICBF, máxime cuando, como lo indicó la juez de primer grado, no existe evidencia alguna de que a esta entidad le fue reclamado el pago de los aportes pensionales, para considerar que se estaba ante una omisión, pues es claro que la providencia de la Corte Constitucional antes citada limitó el alcance de la T-480 de 2016, al grupo de madres comunitarias que integraron la parte activa de esa acción constitucional, indicando que la misma tenía efectos interpartes.
Lo aquí expuesto no riñe con las consideraciones contenidas en la sentencia proferida por la Sala de Decisión Laboral No 4 de este Tribunal, en providencia de fecha 29 de septiembre de 2017, proferida dentro de la acción de tutela iniciada por la señora Lucy de Jesús Valencia Vallejo contra la misma entidad aquí accionada, dado que en esa oportunidad, la protección reclamada por la actora se concretaba a la declaratoria de existencia de un vínculo laboral entre las partes, para así derivar el pago de acreencias y prestaciones de origen laboral, lo que a la postre no pudo evidenciarse y por esa razón se negó el amparo pretendido.
Consecuente con lo expuesto, la decisión de primer grado debe ser modificada para en lugar de declarar improcedente la acción, negar el amparo pretendido.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: MODIFICAR el ordinal PRIMERO de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el día 29 de agosto de 2017, el cual quedará así:
“PRIMERO: NEGAR la protección de los derecho fundamentales a la igualdad, seguridad social, dignidad humana y mínimo vital solicitada por la señora VIGELINA GARCÍA DE SALAZAR.”
SEGUNDO: CONFIRMAR en todo lo demás la providencia impugnada.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


CUARTO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES            OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
2

